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BARBOZA Y OIROS

SENTENCIA INTEIILOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 22 de oclübre de 2018

^suN'I0
Recu¡so de agravio conslilucional iDte¡puesto por don Segundo Teodomi¡o

Qüiroz Barboza y otros contra la resolución de tojas 1 10, de 1écha 25 de julio de 2016,
expedida por la Sala Mixta Dcscent¡alizada Permanente - Sede Chota de la Cofie
Superior de Justicia de Cajzrmarca que declzuó improcedente la demanda.

I-UNDAMIN'I'OS

Fln la scntencia cmitida en el Expediente 00987-201,|-PA/TC. pr.rblicada en el diario
ofictal El l'enúno el 29 dc agosto dc 2014, este Tribunal estableció, en el
lundamenlo 49, con carácter de prccedcntc, quc se cxpedirá sentencia interlocutoria
denegatoda, dictada sin más trámite, cuando se presento alguno de los siguientes

stos. que igualmenle eslá¡ contenidos en el artículo I I dcl Rcglamcnto

ñ

tivo dcl I libunal Constit¡.rcional

a) Carezca de lundamentaqión la supues¡a vulneración que se invoque.
b) La cuestión de De¡echo contenida en cl recurso no sea de especial

trasce¡dencia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada contradiga uI} precedente del Tribunal

Co¡stitr¡cio11al.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. Respecto del demandante don Arribasplata Prado, Jacob Yngelberto, es de
mencionar que en el auto emitido en el Expedientc 07870-2013-PA/TC. publicado
el 15 de setiembrc dc 2014 en cl poúal $,eb institucional. el T¡ibunal CorTstitucional
dejó establccido que no procede, a ta\,és del proceso de amparo, la impugnación en
abstracto de la validez de una norma legal, salvo que se tratcn de no¡mas
autoaplicativas. y que es indispensable, a efectos del cortrol difuso, la existcncia de
un acto concreto de aplicación de ia Lcy 2994,1, Ley de Refoma Magisterial, que
afecte los derechos constitucionales de Ia pafe demandante, lo que no se acreditó
de los recaudos del expediente citado. Por ello, se declaró improccdcnte ia demanda
de amparo.
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Con relación a los demandantcs scñores Segundo Teodomiro Quiroz Barboza,
'leodomira Campos Marín, Blanca Leonor Tanillo Vásquez, Fcderico Pérez
Fernández, Celso Gonzales Vásquez, fernando Waltcr Diaz Yabe. Irma René
Uriarte Valderrama. José Larildo Guevara !'erDández, Melaneo Ramírez Te[o¡es y
Eladio Caruaiulca Vásqucz, cabc recordar clue en la sentencia emitida en el
Expedicntc 04128-2013 PA./TC, publicada el 15 de setiembre de 2014 en el podal

titlrcion¿l. el TdbL¡nal Conslitucional declaró infrmdada La dcmanda.
o eslablecido que la aplicación, en el caso concreto, de la Lcy 299,14, Ley de

orma Magisterial, no vulneraba los derechos constitucionales a la remune¡ación
y al trabajo, entre ohos invocados por la pa¡te denandante. En tal sentido, prccisó
que la migración de los profesores de los cinco niveles magisterialcs dc la Ley
24029 a las trcs primeras cscalas dc la Ley 29944, asi como una eventual reducción
cn la remuncración de los profesores, son actos que encuentran justillcación pues
responden a una causa objetiva: la reeslructuración total de la canera magisterial
basada en la meritocracia en la actividad docente y en la mejora de la calidad del
servicio dc la edr¡cació¡'r. Flllo de contbrnidad con la senteocia emitida en el
Expediente 00020-20 I 2-PI/TC.

5. El caso de los demandantes señores Segundo Teodomiro Quiroz Barboza,
Teodomira Campos Marí[ B]anca Leonor Tarrillo Vásquez, Federico Pérez
Femández, Celso Gonzales Vásquez, Fema¡do Walter Díaz Yabe, Irma Rel1é

Uriafe Valderrama. José Larildo Guevara Fernández. Melaneo Ramírcz 'Ierroncs y
Eladio CaruajLLlca Vásquez es sustancialmente igual al resuelto. de manera
desestimatoria. en el Expedienle 0,1128-2013-PA/TC. debido a que sus pretensiones
también es1án dirigidas a solicitar la inaplicación de la Lcy 2994,1, Lcy de Refbrma
Magisterial, y se señala la existencia de un acto concreto que, en fo¡ma postc or a
la entrada eD vigor de 1a citada ley, establecerid condiciones laborales menos
favorables quc las quc gozaban, desconociendo el nivel de carrera magisterial
aicanzado y reduciendo sus remuneraciones, con lo quc, según ¡efie¡en, se

afectarían sus derechos i'r¡ndixnentales al trabajo y a Ia remuneración, entre otros.

3. El caso del demanda¡tc Arribasplata Prado, Jacob Yngelbeto cs sustancialmente
igual al rcsuelto. de mare¡a desestimatoria, cn ci tsxpediente 07870-2013 -PA,/TC,
debido a que su pretensión está dirigida a solicitar la inaplicación de la Ley 29944,
t,cy de Relbrnra Magislerial, y no se ha acrcditado la existencia de un acto concreto
que afecte los dercchos lundamcntaies al trabajo, a la remuneración, entrc otros.
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Publíquese y notiliquese.

SS.

MIRANDA CANAI,T',S
SARDÓN DE TABOADA
T]SPINOSA-SAI,DAÑA B

EXP. N.' 04401-2016-PA/TC
CAJAMARCA
SEGUNDO TEODOMIRO QUIROZ
BARBOZA Y OTROS

IltflltililtIIilil

6. En consecuencia, y dc lo cxpucsto en los fundamentos 2 a 5 s¡rpra, se verifica que
el presente recurso de agÉvio ha incullido en la causal de ¡echazo previsla en el
acápite d) dcl fundamcnto 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA,/TC y en el inciso d) del añículo 11 del Reglamento Normativo del Tribu¡al
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de dgravio constitucional.

Por eslos 1ündamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conñere la Constitución Política del Perú, y la pa¡ticipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimi¡ la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera.

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENfE el recurso de agravio constitucional

Lo quc

OT
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QUIROZ

FUNDAMENTO DE voro DEL MAGISTRADo ESPrNoSA-SALDAñ^
BARRXRA

Coincido con el sentido dc lo ¡esuelto por mis colegas eI1 la presente causa, sin
embargo, creo necesario añadir las sigxie[tes consideraciones que anoto a continuación.

1. Aqui conviene tener prescnte que, en el caso concreto, la referencia a la causal
utilizada debe pcrmitir recoger con mayor claridad y rigurosidad la aplicación de

la causal dc rechazo prevista en el acápite d) del fundamento 49 de la sontencia
emitida en el Expediente 00987-2014-PA,/TC y en el inciso d) del articulo 11 del
Reglamento Nomativo del Tribunal Constitucional, ¡especto de un caso

sustancialmente igual confome a los criterios ya est¿blecidos en la
jurisprude¡cia de cste Tribunal Constitucional.

2. Así, luego de señalar expresamente los supuestos cn los que se expedirá
sentcncia interlocutoria, desarrolla los alcances respecto a lo que debe
ontenderse por que el recurso de agravio no esté referido a casos sustancialmente
iguales. Solo con esas anotaciones previas, puede pasarse luego al análisis del
caso concreto, y comprenderse a cabalidad dicho análisis, especificando
detalladamente, de ser el caso, el por qué de la utilización de dos casos

sustancialmente iguales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

S
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Con la potcstad quc me otorga la Constilución, y con cl mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, cmito el presente volo singul¡r. para e\presar respeluosamente
que disiento del precedente vinculante esrablecido cn Ia Sentcncia 009g7_2014_PA/TC.
SENTENCIA INIERLOCUTORIA DENEGATORIA, por tos fundamcnros que a
contjn¡¡aoión cxpongo:

VOTO SINGUI,AR DEL MACISI'IL\DO FERRERO COSI'A

EI, .I.RIaUNAI, 
CoNSTITUCIONAI, CoMo CoRTE DE

CASACIÓN
REVISIÓN o FALLo Y Ñ'o DE

2

La Constitución de 1979 crcó el 'lribu¡al dc Garantias Constitucionales como
inslancia de casación y la Constitr¡ción dc 1993 convi ió al Tribunal Constitt¡cional
en instancia de lállo. La Constitución del 79, por primera vcz en nuestra historia
constitr¡cional, dispuso la crcación dc un órgano arl,4oc, independiente <lel poder
Judicial. con la tarea dc garantizar Ia supremacia constitucionaiy la vigcncia plcna
de los de.echos fundamcntales.

La l-ey Iundamcntal dc 1979 estableció que el Trjbunal de Garantias
Constitr.rcionales era ul1 órgano de cont¡ol de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el lerritorio nacional pa¡a conoccr, ¿n vía de casación.áclos habeas corous
y amparos denegados por el Podcr Judieial lo quc implico que dicho TribunrÍ no
constiluía una instancia habilitada para fallar en fornra deinitiva sobrc la causa. Ds
deci¡, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como ünet\aza o lesión a los
drr<.'hns l'ec,'nocidos en Ia C.rnstiturciun

lln ese sentido" la Ley 23385, Ley Orgánica del .l-ribr.¡nal de Garanlías
Constitucionales. vigenle en ese moDlento, estableció, en sus ar1ículos 42 al 46, clue
dicho órgano. al encoDt¡ar una resolución denegatoria que ha violado Ia ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
¡ramitaoión y resolución dc la demanda. procederá a casar la seniencia y, luego <1e
señalar la dcflciencia, devolvcrá los actuados a la Corte Suprema de Juiticiaite la
República (reenvío) para quc emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos
procedirnien¡o quc. a iodas luces. dilataba cn erce.o loi proccsos uonstitucionalej
mencionados.

Dl modeio de tutela ante amenazas y vulneración de dcrechos fue seriamente
rrodificado en la Constitución dc 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de lutela de dos a cualro, a saber, habeas corpus, amparc, habeus tlata
y acción de cumplimiento. En scgundo lugar, sc crea al l¡ibunil Constitucional

.i
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conlo órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando Ia Constitución 10
califica erróncamenle como "órgano de controi de la Constitución,,. No obstantc, en
materia de p¡ocesos constitucionales de la iibe ad, la Constitución establece quc el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

-_i Cabe señalar que la Constiti¡c;ón política del perú, en su artículo 202, inciso 2.
prcscribe que corresponde al ]'ribunal Constitucional ,,conocer, e últimu y
delníl¡vLl in.\tancia, las resoluciones denegatorias clíctadas en los procesos cle
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cutnplimie to,,. Está disposición
constitr¡cional, desdc una posición de lranca tutela de los de¡echos fundamentales-
cxige que el 'l ribunal Constitucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamenlal_ Uia lectura diversa
contravend¡ía mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona hun)at1a y el respcto de su dignidad como fin ,up.".á d" lu
sociedad y dcl Eslado (afícuio l), y ,,la observantía del rlebitlo proieso y tutelajurisdicciondl. Ningunu persona puede ser desvíada de la iuri.scticcion
fr, Jit, t ntin,d0 ?,r lo l?). nt \omctr.lo r prc)L(dtnti, nro Jirtinto de lot pnvran. nrt
e.¡tablecidos, ni juzgada pot órgdnos ¡ur¡.r.liccionales de excepcíón ni ptr
com¡sione.t especiales creatkts al efécto cualqtriera sea su ¡elbmínac¡ón,,,
consagrada en el aficuio I39. inciso 3.

Como se advie¡te, a dife¡encia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitr¡cional tiene lugar por la via del cert¡orari
(Sr¡prcma Corte de los Estados Unidos), en cl perú el poder Constituyente opto por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar j lbndo
en los llamados procesos de la libeúad cuanclo el agraviado no hayá obtenido una
protccción de su dcrecho en sedc del poder Judicial. En otras paiabras, si lo quc
está en.discusión es la supucsta amenaza o lesión de un derecho i.undamental, se
debe ab¡ir la 

_vía conespondiente pa¡a que el Tribunal Constitucio[al pueda
pronunciarsc. Pero la apcdura de esta vía solo sc produce si se permile al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un po renorizaclo
an,lisis de lo que sc pretcnde. J( lo quc sc in\ocd.

l,o constitucional es escucha¡ a la parte como concretización <lc su derecho
iffcnunciable a la dei'ensa: además, un Tribunal Constitucional constituye el mas
efcctivo medio dc defensa dc los dcrechos fundamentalcs lrentc a los pocleres
públicos y privados. lo cual cvidencia el triunfo de la jusricia lienie a la
arbitraricdad.
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8. t,a administración de justicia collstitucional de la libertad que brinda el T¡ibunal
Conslilucional. desde su crcación, es rcspetuosa, como corespondc, del derecho de
delcnsa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a se¡
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso cn el cual se
determincn sus derechos, inlerescs y obligacioncs.

§ffiá\§z

Prccisamente, mi alejamicnto respecto a la emisión de una resolució[ constitucional
si¡ realizarse audiencja de vista está relacionado con la delensa, la cual, sólo es
electiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer. de manera escrita y
ofal, los argumentos pe¡tinentes. concretándose el principio dc inmediación que
dcbe regir cn todo proccso conslitucional.

Sobre la intervcnción dc las pa(cs, coresponde señalar que, cn tanlo que la
potestad de administmr justicia constituye una manifestación del poder que el
¡lslado ostcnta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brjnda con estricto respeto de los dcrechos inhere¡tes a todo ser hunano, lo que
inclu¡ r el dcrechu a <cr oido con las dcbidds Sardntlas.

Cabe añadir que la pafticipación directa de las pal.tes, cn del'ensa de sus intereses,
quc se conccdc e¡ la audiencio dc vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario. se decidira sobrc lá esfera de inlerés de
una persona sin pcmitirle alcgar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
cxcl¡yente y antidemocrático. Además, cl T bunal Co¡stituciond tGnc el cleber
inelLrdible dc optimiza¡, en cada caso conc¡eto. las razones. los motivos v los
argumcntos que justiiican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucionál se
iegitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la jüsticia de sus razones, por
cxprcsa¡ de modo sulicicnte las razones de dcrecho y dc hecho rclevantes en cada
caso que resuelvc.

l'lD ese sentido, la Cortc lnteramericana de Dc¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de delensa "oblilla dl Estado a trutar al h¿fiid o en k¡do momentr¡ ct¡mo
ttn yerdadero stjeto del proceso, e el más ampl¡o sentido de este concepto, y no
sinplemente corfio ob¡eto del mismo,,t , y quc ,,para que exista deb¡tlo proieso i"gal

t0

l1

I Corte IDH. Caso Baüeto l-eiva vs. Venezuela, sentencia del 17 cle noviembrc de 2009.
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es preciso que u jltslici¿rble pueda hacer valer slts dercchos y del¿nder sus
inlereses en-.forña e./¿ctfia y e condíciones de igaldad procesal con oÍros
ju"^ticiables'¿ .

Na]URALEZA l,RocrsAL DEr, IIECLRSo Df, AGRAv¡o CoNSIlt.uc¡o\^r,

13. lll modelo de "instancia dc fállo" plasmado en la Conslitución no puede scr
desvirtuado por el ]'ribunal Constitucional si no es con grave violaciól de sus
disposiciones. Dicho-lribunal es su inté¡prete supremo! pero no su relbrmador, toda
vez quc como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

i.+

Fq{w

Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentcncia interlocutoria", cl recurso de agravio constitucional (RAC) pierdc su
verdadcra esencia jurídica. ya qüe cl 'l¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos',reoalificar,,el rccurso de agravio constitucional.

De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código proccsal Constitucional. cl
T¡ibunal Constitucional no "concedc,'ei ¡ecurso. Esta es una oompetencia de la
Sala Superior del Podcr Judioial. Al Tribunal lo quc lc corresponde is conocer dcl
fiAC y pronunciarse sob¡e el lbndo. Por endc, no le ha sido dada la competencia de
rcchazar dicho recu¡so. sino por cl contrario de ,'conocer,, lo que la parte alega
t'omo Lrn agrar io qr.re le c"us9 indct¡nsion.

16. Por otro lado, la "se¡tencia inlerlocutoria', establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y ampljas cuyo contenido, en el mejor de los casos,
rcquiere ser aciarado, justilicado y concretado en supuestos especilicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justifica¡lo,
convic¡1e el emplco de la prccitada scntencia en a¡bitrario, toda vez que se podría
a1'ectar, cntre otros, cl dereoho t'r¡ndamental de defcnsa, en su manilbsiación de scr
oido con las debidas garantías, pues ello dada lugar a decisiones subjelivas y
carenles dc predictibilidad, a1¡ctando notablemente a los justiciables, quiencs
te1'rdrían que adivinar qué resolve¡á el l'ribrutal Constitr¡cional antes de presenlar su
respectiva dcr¡anda.

17. Por lo demás, m¡rlalís mutdndis, el prccedente vinculante contcnido en la Sentencia
00987-2014-P'TC repite 1o scñalado por el Tribunal Constitucional en orros

I5

yry\

r Cone IDH. Caso Hilaire, Constanti¡e y Belljamin y otros vs
sentencia del 21 de junio dc 2002, párralb 146.

Trinidad y Tobago.
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lallos, como cn cl caso l,uis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constilucionales de la libertad (supletoriedad, via prcvia,
vias paralelas, litispendencia, invocación dcl dcrccho constitucional líquido y
cieflo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de Ios procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda dcsvi¡tuar la esencia principal del recurso de agrar io
co¡slitucional.

19. Por tanlo, si sc tiene en cuenta que la jüsticia en scdc constitucional reprcsenta la
última posibilidad para proleger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a iávor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el 'l'ribunal Constitucional, en tal1to instancia última y
dcfinitiva, sea Ia adecuada para poder escuchar a las personas alectadas en sus
dercchos esenciales cuando no cncucntran justicia cn el Poder Judicial;
especialmentc si se tiene en cucnta que, agotada la vía constitucional, al justioiablc
solo le qucda ei camino de la.jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como all¡r¡ó Raúl Fcrrero Rebagliati, "la dei'ensa del de¡echo de uno es. al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda ga.antía constitucional
entraña cl acceso a ia prestación jurisdiccional, cada cual al dcfender su derecho
está delendicndo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
c,rvilecida sin la protccción judicial autóntica".

S

¡-ERRI'IIO COSTA rWW]
Lo

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL


